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de Cantabria» el 17 de agosto de 1995 para el «general
conocimiento de las personas afectadas por los procesos
selectivos convocados por las Ordenes de esta Conse-
jería, publicadas en el “Boletín Oficial de Cantabria”, edi-
ción especial núm. 1 de 13 de enero de 1995», y entre
estas Ordenes se encontraba la que convocaba el pro-
ceso selectivo en el que fueron admitidos los deman-
dantes de amparo.

Debe tenerse en cuenta que, según se dispone en
la Orden que convocó estos procesos selectivos (apar-
tado 3.4), es a través de la publicación en el «Boletín
Oficial de Cantabria» como se van a poner en cono-
cimiento de los admitidos en este proceso selectivo los
actos que son de su interés (nombramiento de los miem-
bros del Tribunal y señalamiento del día lugar y hora
en el que se dará comienzo la lectura del trabajo-memoria
que tenían que realizar), por lo que en este supuesto
la lectura del «Boletín Oficial de la Comunidad» no puede
considerarse como una carga excesiva, sino al contrario,
como un deber. Por ello, la publicación de una Resolución
cuyo objeto es poner en conocimiento de todos los inte-
resados en dichas pruebas que las mismas se han sus-
pendido al haber sido objeto de impugnación tanto en
vía administrativa como contencioso-administrativa,
señalándose incluso que algunas de ellas —en concreto
en las que habían sido admitidas los recurrentes— se
encontraban recurridas en amparo ante este Tribunal,
constituye un acto de comunicación adecuado de la exis-
tencia de dichos procesos y, por ello, debe considerarse
como una falta de diligencia por parte de los recurrentes
el no haberse personado en el proceso en el momento
en que tuvieron o debieron tener conocimiento del pro-
ceso sino dos meses tarde (el Acuerdo se publicó el 17
de agosto de 1995 y los ahora demandantes de amparo
se personaron el 17 de octubre).

Pero además en el presente caso se da la circuns-
tancia de que la falta de emplazamiento no ha causado
indefensión en sentido material a los recurrentes ya que,
según se afirma en las distintas demandas de amparo,
han comparecido en otros recursos en los que se impug-
naban también las Ordenes de 21 de diciembre de 1994
y la de 13 de enero de 1995 y en las Sentencias relativas
a los mismos ya se había anulado la convocatoria.

Estas consideraciones ponen de relieve que en este
supuesto la falta de emplazamiento personal carece de
relevancia constitucional, pues ni los recurrentes man-
tuvieron una actitud diligente —no comparecieron en los
procesos en el momento que tuvieron conocimiento de
su existencia—, ni tampoco se les ha causado indefensión
material, y, como anteriormente se ha indicado, para
que pueda apreciarse la vulneración de art. 24.1 C.E.
por este motivo es necesario, tanto que la parte haya
mantenido una actitud diligente, como que la indefensión
padecida sea de carácter material. Por lo que al no cum-
plirse estos requisitos procede desestimar esta alegación
sin necesidad de examinar si se cumplen las demás exi-
gencias que la jurisprudencia de este Tribunal viene exi-
giendo para otorgar relevancia constitucional a la falta
de emplazamiento personal.

4. La inexistencia de indefensión material determina
no sólo que no pueda prosperar la queja relativa a la
falta de emplazamiento, sino que conlleva también que
cualquier otra infracción procesal alegada carezca de
relevancia constitucional, ya que, como ha quedado
expuesto en el anterior fundamento jurídico, los recurren-
tes pudieron ejercer sus derechos de defensa en otros
recursos contencioso-administrativos que tenían el mis-
mo objeto que aquéllos a los que imputan las vulne-
raciones constitucionales que ahora se denuncian.

En todo caso, debe señalarse que las otras alega-
ciones en las que los recurrentes fundamentan su recur-
so de amparo carecen manifiestamente de contenido

constitucional. Al haber recaído Sentencia el mismo día
en que los ahora demandantes de amparo presentaron
su escrito de personación en el Juzgado de Guardia y
un día antes de que dicho escrito fuera registrado en
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Cantabria, no tenía objeto que la Sala diera traslado ni
del escrito de allanamiento ni del de demanda, puesto
que el proceso se encontraba ya finalizado. Y tampoco
puede considerarse contrario al art. 24.1 C.E. el que
la Sala acogiera el allanamiento de la Administración
y no entrara en el fondo del asunto. Como reiteradamente
viene sosteniendo este Tribunal, el derecho a la tutela
judicial efectiva sólo garantiza un pronunciamiento sobre
el fondo del asunto en el caso de que no concurra nin-
guna causa de inadmisión legalmente prevista ni otras
causas que permitan finalizar el proceso (SSTC
200/1988, 95/1998, 96/1998); supuesto este último
en el que ahora nos encontramos, ya que el allanamiento
constituye uno de los modos por los que puede terminar
el procedimiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar los amparos solicitados.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal y Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmados y rubri-
cados.

12209 Sala Primera. Sentencia 73/1999, de 26 de
abr i l de 1999. Recurso de amparo
4.349/1995. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Logroño que desestimó recurso
de queja interpuesto contra otro del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Calahorra que orde-
nó la continuación de la tramitación de dili-
gencias previas instruidas por supuestos deli-
tos contra la Hacienda Pública y falsedad
documental, por el procedimiento abreviado.
Inadmisión: falta de agotamiento de los recur-
sos utilizables en la vía judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.349/95, promovido
por don Jesús Gil-Gibernau del Río, representado por
el Procurador de los Tribunales don Manuel Infante Sán-
chez y asistido del Letrado don Jesús de Renobales
Vivanco, contra el Auto de la Audiencia Provincial de
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Logroño de 22 de noviembre de 1995 (rollo de Sala
núm. 213/95) que desestimaba el recurso de queja inter-
puesto contra Auto del Juzgado de Instrucción núm. 1
de Calahorra de 29 de julio de 1995 que, a su vez,
desestimaba el recurso de reforma formulado contra
Auto del mismo Juzgado, de 14 de junio de 1995, por
el que se acordaba continuar la tramitación de las dili-
gencias previas núm. 735/92, incoadas por la presunta
comisión de delitos contra la Hacienda Pública y falsedad
documental, por el procedimiento abreviado. Han com-
parecido el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Pablo García Man-
zano, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
20 de diciembre de 1995, el Procurador de los Tribunales
don Manuel Infante Sánchez, en nombre y representa-
ción de don Jesús Gil-Gibernau del Río, interpuso recurso
de amparo contra el Auto de la Audiencia Provincial
de Logroño de 22 de noviembre de 1995, y los del
Juzgado de Instrucción núm. 1 de Calahorra de 29 de
julio de 1995 y 14 de junio de 1995, de transformación,
este último, de unas diligencias previas en el procedi-
miento abreviado núm. 44/95 por presuntos delitos con-
tra la Hacienda Pública y falsedades documentales, y
de inadmisión o desestimación, los otros, de los recursos
interpuestos contra el mismo.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) A raíz de un escrito remitido por el Ministerio
Fiscal, al que se acompañaban diversas actuaciones prac-
ticadas en diligencias informativas, relativas a la comi-
sión de un delito contra la Hacienda Pública por la mer-
cantil «Sevillas, Sociedad Anónima», se incoaron por el
Juzgado de Instrucción núm. 1 de Calahorra las diligen-
cias previas núm. 735/92.

En tales diligencias, el 14 de julio de 1993 se tomó
declaración como imputado al hoy recurrente en amparo
en su condición de Letrado de la entidad mercantil en
el procedimiento de suspensión de pagos que la misma
había tramitado ante el propio Juzgado, y se le interrogó
de forma extensa sobre su intervención en la presen-
tación de dicha suspensión de pagos, pero, según se
alega, sin concretarle en ningún momento los hechos
por los que se le incriminaba.

b) El 14 de junio de 1995 el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Calahorra dictó Auto acordando la continua-
ción de las diligencias previas por los trámites del pro-
cedimiento abreviado. Este Auto no fue notificado per-
sonalmente al hoy recurrente en amparo, pero sí a su
representación procesal.

c) Con fecha de 10 de julio de 1995 el Ministerio
Fiscal formuló su escrito de acusación, dirigido, entre
otros, contra el recurrente, al que acusaba de un delito
de falsedad documental por confeccionar la certificación
de una Junta General Extraordinaria de la mercantil no
celebrada en la que, supuestamente, se había ratificado
la presentación de la suspensión de pagos. Por otra parte,
el 11 de julio de 1995 el Abogado del Estado, en repre-
sentación de la Agencia Estatal Tributaria, formuló su
escrito de acusación particular en el que no imputaba
al recurrente ningún hecho delictivo.

d) El 17 de julio de 1995 el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Calahorra dictó Auto acordando la apertura
del juicio oral, y que, a diferencia del anterior, sí fue
notificado personalmente al hoy recurrente en amparo.

e) Al tener conocimiento personal de este último,
el hoy demandante de amparo interpuso recurso de refor-
ma contra el anterior de 14 de junio de 1995 de trans-
formación de las diligencias previas en procedimiento
abreviado, alegando vulneración de sus derechos fun-

damentales reconocidos en el art. 24 C.E. por falta de
notificación personal y de imputación subjetiva frente
a la que poder defenderse. Dicho recurso fue inadmitido
por Auto del propio Juzgado de 29 de julio de 1995,
por considerarlo manifiestamente extemporáneo.

f) Finalmente, contra este último Auto el hoy
recurrente interpuso recurso de queja, basado en las
mismas alegaciones, que fue desestimado por Auto de
la Audiencia Provincial de Logroño de 22 de noviembre
de 1995.

3. Entiende el recurrente que el Auto de transfor-
mación de las diligencias previas en procedimiento abre-
viado ha supuesto una vulneración de sus derechos a
la tutela judicial efectiva sin indefensión, con respeto
a los principios de igualdad de partes en el proceso y
de contradicción, a ser informado de la acusación y a
un proceso con todas las garantías reconocidos en los
arts. 24.1 y 24.2 C.E. (no reparada por los de inadmisión
y desestimación de los recursos interpuestos contra el
mismo), por dos motivos: En primer lugar, debido a su
falta de notificación personal al recurrente. Se alega al
respecto que la necesidad de la notificación personal
al imputado de tal clase de Autos se deriva de lo dis-
puesto en el art. 780 de la L.E.Crim. y de la doctrina
contenida en la STC 186/1990, sin que sea suficiente,
cuando el imputado se encuentra personado en la causa,
la notificación a través del Procurador, como entendió
el Juzgado para inadmitir por extemporáneo el recurso
de reforma y ratificó la Audiencia Provincial al desestimar
el recurso de queja; en segundo lugar, por no existir
en dicho Auto imputación subjetiva alguna frente a él,
en tanto que no contiene hecho delictivo alguno en el
que hubiera tenido participación, como se puso de mani-
fiesto en su declaración ante el Juzgado y quedó corro-
borado en todas las diligencias de instrucción prac-
ticadas.

Concluye la demanda solicitando el otorgamiento del
amparo y la declaración de nulidad de las resoluciones
judiciales impugnadas y, en consecuencia, que se ordene
la retroacción de las actuaciones al momento anterior
a dictarse el Auto de transformación de las diligencias
previas en procedimiento abreviado, para que, en su
lugar, se dicte otro que contenga el sobreseimiento libre
parcial de la causa respecto del recurrente o, subsidia-
riamente, una relación, siquiera sucinta, de los hechos
incriminados con la debida imputación subjetiva, o, en
último término, se dicte otro que al menos le sea noti-
ficado personalmente.

Mediante otrosí se solicita la suspensión de la eje-
cución de las resoluciones recurridas, por cuanto de con-
tinuar la tramitación del procedimiento el recurrente se
vería sometido a la penalidad de la publicidad del juicio
oral, lo que le causaría un perjuicio moral irreparable
y haría perder al amparo su finalidad.

4. Por providencia de 28 de marzo de 1996, la Sec-
ción Segunda (Sala Primera) de este Tribunal, de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 50.3 de la LOTC,
acordó conceder al solicitante de amparo y al Ministerio
Fiscal un plazo común de diez días para alegaciones,
en relación con la posible existencia del siguiente motivo
de inadmisión: Falta de agotamiento de todos los recursos
utilizables en la vía judicial ordinaria [art. 44.1.a) LOTC].

Tanto el demandante de amparo como el Ministerio
Fiscal presentaron sus alegaciones en este trámite, soli-
citando el primero la admisión del recurso (escrito regis-
trado en este Tribunal el 15 de abril de 1996), y el
segundo su inadmisión (escrito registrado con fecha 18
de abril de 1996).

5. Por providencia de 2 de octubre de 1996, la Sec-
ción acordó admitir a trámite la presente demanda de



BOE núm. 130. Suplemento Martes 1 junio 1999 55

amparo, sin perjuicio de lo que resulte de los antece-
dentes; y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de la
LOTC, requerir atentamente a la Audiencia Provincial de
Logroño y al Juzgado de Instrucción núm. 1 de Calahorra
la remisión de testimonio del recurso de queja núm.
213/95 y del procedimiento abreviado núm. 44/95, así
como el emplazamiento de cuantos hubieran sido parte
en el proceso judicial antecedente, excepto el recurrente
en amparo, para su posible comparecencia en el presente
proceso constitucional.

6. Por providencia de la misma fecha, la Sección
Segunda acordó, asimismo, formar la oportuna pieza
separada de suspensión, resolviéndose por Auto de 28
de octubre de 1996 de la Sala Primera acordar la dene-
gación de la suspensión solicitada.

7. Por providencia de 11 de noviembre de 1996,
la Sección acordó solicitar del Juzgado de lo Penal
núm. 2 de Logroño la remisión de testimonio de algunas
de las actuaciones del procedimiento. Asimismo, acordó
tener por personado y parte al Abogado del Estado, que
así lo había solicitado en escrito de 23 de octubre
de 1996.

8. Recibidas las actuaciones requeridas a los órga-
nos judiciales, la Sección acordó, mediante providencia
de 13 de enero de 1997, dar vista de las mismas por
un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal, al
Abogado del Estado y al Procurador Sr. Infante Sánchez,
para que pudieran presentar las alegaciones que a su
derecho convinieran.

9. Mediante escrito, registrado en este Tribunal
el 7 de febrero de 1997, el Procurador Sr. Infante Sán-
chez ratifica las alegaciones contenidas en la demanda
de amparo. En otrosí señala que el 22 de enero de 1997
el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Logroño dictó Sen-
tencia en el procedimiento absolviendo al actor del delito
por el que era acusado. Agrega que la Sentencia ha
sido apelada por el Ministerio Fiscal, por lo que, no siendo
firme, ni haber estimado la denuncia del actor sobre
los derechos fundamentales que estimaba conculcados,
se sigue solicitando el amparo pedido.

10. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional evacúa
el trámite conferido mediante escrito registrado el 10
de febrero de 1997. En él interesa la desestimación del
recurso al no haberse producido, a su juicio, vulneración
de derecho fundamental alguno. Señala al respecto, que
no sólo no existe indefensión alguna con relevancia cons-
titucional, pues el Auto por el que se acordó la con-
tinuación de las diligencias como procedimiento abre-
viado fue notificado a su representación procesal, y el
actor prestó extensa declaración en calidad de imputado,
sino que, además, el demandante de amparo no agotó
todas las posibilidades de reparación de la posible vul-
neración de derechos fundamentales ante los Tribunales
ordinarios.

11. El Abogado del Estado, mediante escrito regis-
trado el 28 de abril de 1997, formula sus alegaciones
solicitando la denegación del amparo, al no existir vul-
neración alguna ex art. 24 C.E.

12. Con posterioridad, y a instancias de este Tri-
bunal, la Audiencia Provincial de Logroño remitió tes-
timonio del rollo de apelación dimanante del procedi-
miento, en el cual se encuentra la Sentencia dictada
el 17 de octubre de 1997 que, en lo que concierne
al recurrente de amparo, mantiene la absolución dictada
en la instancia.

13. Por providencia de 23 de abril de 1999 se seña-
ló para la deliberación, votación y fallo de la presente
Sentencia el dia 26 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Calahorra,
de 14 de junio de 1995, que acordó la continuación
de unas diligencias previas por los trámites del proce-
dimiento abreviado, y los del propio Juzgado y la Audien-
cia Provincial de Logroño, de 29 de julio de 1995 y
22 de noviembre de 1995, de inadmisión y desestima-
ción, respectivamente, de los recursos de reforma y queja
interpuestos por el recurrente contra aquél.

El demandante de amparo considera que la trans-
formación de las diligencias previas en procedimiento
abreviado ha supuesto una vulneración de sus derechos
fundamentales a la tutela judicial efectiva sin indefen-
sión, con respeto a los principios de igualdad de partes
y contradicción, a ser informado de la acusación y a
un proceso con todas las garantías, reconocidos en el
art. 24 C.E., por dos razones distintas. En primer lugar
porque no se le notificó personalmente el Auto que acor-
daba dicha transformación. A este respecto considera
insuficiente la notificación que se hizo a su represen-
tación procesal en el procedimiento, pues, a su juicio,
tanto el art. 780 L.E.Crim. como la doctrina contenida
en la STC 186/1990 imponen que dicha notificación
se practique personalmente al imputado. Y, en segundo
lugar, porque dicho Auto, a su entender, no contenía
en el relato de hechos ninguno que pudiera reputarse
incriminatorio para su persona, lo que determinaría asi-
mismo la nulidad de las actuaciones subsiguientes habi-
das en su contra, según la doctrina establecida en la
anteriormente citada STC 186/1990. La vulneración de
derechos fundamentales resultante de estas irregulari-
dades habría quedado sin reparar al resolverse los recur-
sos de reforma y queja que interpuso contra el Auto
de transformación de las diligencias previas en proce-
dimiento abreviado tras recibir, esta vez sí, notificación
personal del Auto de apertura del juicio oral, puesto que
el primero de los mencionados recursos fue inadmitido
por extemporáneo y el segundo desestimado, resultando
confirmada aquella inadmisión inicial.

2. Antes de abordar el fondo de la cuestión plan-
teada procede examinar si, como aduce el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones, concurre en el pre-
sente recurso la causa de inadmisión prevista por el
art. 44.1 a), en relación con el 50.1 a), ambos de la
Ley Orgánica de este Tribunal, consistente en la falta
de agotamiento de todos los recursos utilizables en la
vía judicial previa, al haber sido interpuesto prema-
turamente.

Es cierto que frente al Auto de 14 de junio de 1995,
al que el actor imputa directamente la lesión de derechos
fundamentales sobre la que articula su demanda de
amparo, se interpusieron sucesivamente los recursos de
reforma y queja. Ahora bien, ello no significa que en
casos como el presente, de impugnación de una reso-
lución interlocutoria dictada en el seno de un proceso
penal todavía en curso, se hubiesen agotado «todos los
recursos utilizables dentro de la vía judicial», tal como
este Tribunal viene interpretando este requisito estable-
cido al servicio del principio de subsidiariedad que infor-
ma el proceso constitucional de amparo.

En efecto, según doctrina reiterada de este Tribunal
«no puede estimarse cumplido el requisito del agota-
miento de la vía judicial previa que establece el
art. 44.1 a) LOTC cuando la queja se deduce frente a
resoluciones judiciales dictadas en el seno de un proceso
penal que aún no ha finalizado, pues es necesario, en
el respeto a la naturaleza subsidiaria propia del recurso
de amparo, plantear dicha cuestión y dar posibilidad a
los órganos judiciales de pronunciarse sobre tales vul-
neraciones antes de acudir en petición de amparo ante
este Tribunal» (SSTC 32/1994, 147/1994, 196/1995
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y 63/1996; y AATC 168/1995, entre otros muchos).
«El marco natural en el que ha de intentarse la reparación
del derecho constitucional vulnerado por la actuación
del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial
previo, de tal modo que, en principio, sólo cuando éste
haya finalizado por haber recaído una resolución firme
y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y,
consecuentemente, es posible acudir ante este Tribunal
en demanda de amparo» (SSTC 32/1994 y 147/1994).

Esta regla general sólo quiebra en casos excepcio-
nales, fundamentalmente en relación con las resolucio-
nes que acuerdan la prisión provisional, en la medida
en que puede afectar de manera irreparable a la libertad
personal (STC 247/1994 y AATC 173/1995, entre
otras).

3. A tenor de esta doctrina resulta evidente el carác-
ter prematuro y la consiguiente inadmisibilidad del pre-
sente recurso de amparo, pues al tiempo de interponerse
todavía estaba pendiente de celebración el juicio oral,
en el que el ahora demandante pudo alegar lo que a
su derecho conviniese, así como, en su caso, hacer uso
de los recursos que procediesen contra la Sentencia en
su día dictada. En particular, cabe señalar (como se hizo,
entre otras, en la STC 174/1994) que, al existir acu-
sación y haberse decretado la apertura del juicio oral,
en el procedimiento penal abreviado está previsto, al
inicio del mismo, un trámite de audiencia preliminar en
el que las partes pueden exponer lo que consideren opor-
tuno acerca de la vulneración de algún derecho fun-
damental a lo largo del procedimiento (art. 793.2
L.E.Crim.).

Apreciado el carácter prematuro del presente recurso,
resulta innecesario examinar las alegaciones relativas al
fondo, por lo que procede acoger, en este trámite, la
causa de inadmisión opuesta por el Ministerio Fiscal,
consistente en la falta de agotamiento de la vía judicial
previa ex art. 50.1 a) en relación con el art. 44.1 a),
ambos de la LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo promovido por don
Jesús Gil-Gibernau del Río.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

12210 Sala Segunda. Sentencia 74/1999, de 26 de
abril de 1999. Recurso de amparo 104/1996.
Contra Sentencia de la Audiencia Provincial
de Barcelona dictada en recurso de apelación
contra la pronunciada por el Juzgado de lo
Penal núm. 8 de dicha ciudad que condenó
al actor como autor de una falta de impru-
dencia simple. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: Motivación insuficiente
de la Sentencia impugnada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González

Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 104/96, promovido
por don Abilio Fernández Martínez, representado por el
Procurador don José Murga Rodríguez y asistido por
el Letrado don Juan Luis Rodríguez Moliner, contra la
Sentencia de la Sección Octava de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona de 29 de noviembre de 1995, rollo
de apelación 6.484/95. Ha intervenido el Ministerio Fis-
cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 10 de
enero de 1996, don José Murga Rodríguez, Procurador
de los Tribunales, en nombre y representación de don
Abilio Fernández Martínez, interpone recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sección Octava de la Audiencia
Provincial de Barcelona de 29 de noviembre de 1995.
Se alega vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24 C.E.), del derecho a la legalidad penal (art.
25.1 C.E.) y del principio de igualdad (art. 14 C.E.).

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

A) El 18 de noviembre de 1991 se produjo un acci-
dente laboral en una obra que estaba ejecutándose en
Barcelona; en él resultó muerto José Arias Ferreiro y
herido Marcelo Estévez Cano, trabajadores ambos de
la empresa «Construcciones Arias, Sociedad Anónima»,
subcontratista de la empresa «Dragados y Construccio-
nes, Sociedad Anónima», adjudicataria directa de la obra.

B) A raíz del accidente se incoaron diligencias pre-
vias núm. 4.876/91 en el Juzgado de Instrucción núm.
22 de Barcelona, por presunto delito de «imprudencia
temeraria», que dieron lugar al procedimiento abreviado
núm. 266/93-B y a la Sentencia de 10 de marzo de
1995 del Juzgado de lo Penal núm. 8 de Barcelona;
en ella se absolvió a don Abilio Fernández Martínez del
delito del que se le acusaba y se le condenó como autor
de una falta de imprudencia simple con resultado de
muerte a la pena de 50.000 pesetas de multa con arresto
sustitutorio en caso de impago de cinco días y al pago
de 17.000.000 de pesetas en concepto de responsa-
bilidad civil. Igualmente se condenó como responsable
civil subsidiaria a la empresa «Construcciones Arias,
Sociedad Anónima». Por último, se absolvió al resto de
los coprocesados y a la empresa «Dragados y Construc-
ciones, Sociedad Anónima», en relación con la respon-
sabilidad civil que de ella se pretendía.

C) La representación legal del condenado interpuso
recurso de apelación alegando, entre otros motivos, los
siguientes: En primer lugar, infracción del art. 586 bis
del Código Penal (texto refundido 1973) al haber sido
condenado el recurrente por aplicación de este precepto
sin que concurriera el requisito de procedibilidad nece-
sario para la punición de esta falta, dado que no existió
denuncia de los perjudicados, ni ningún acto de los mis-
mos durante la sustanciación del procedimiento que pue-
da ser equiparable a ella a los efectos de inferir su volun-
tad de ejercer la acción penal. Se alega también la infrac-
ción de los arts. 112.6, 113, 114 C.P., relativos a la
prescripción de las faltas, por cuanto debió entenderse
prescrita la infracción penal al haber transcurrido el plazo
de dos meses previsto legalmente, de un lado, desde


